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Minassian, 1997; Bahl, 1999; 
Boadway y Shah, 2009; Hankla, 
Martínez-Vázquez y Ponce- 
Rodríguez, 2019). A tenor de 
los desarrollos de la literatura, 
un óptimo diseño institucional 
en un Estado descentralizado 
debería atender una serie de di-
mensiones imprescindibles: 1) 
debe promover la máxima cla-
ridad posible en la distribución 
competencial entre niveles de 
gobierno; 2) debe adoptar reglas 
de financiación que incentiven la 
suficiencia, la corresponsabilidad 
fiscal, la solidaridad entre territo-
rios y un funcionamiento estable 
de la gestión macroeconómica 
con especial atención en el logro 
de la estabilidad presupuestaria 
y la sostenibilidad financiera de 
todos los niveles de gobierno; 
3) debe contemplar la participa-
ción de los niveles subcentrales 
(en ámbitos de su competen-
cia) en las decisiones de los ór-
ganos centrales del Estado, así 
como establecer mecanismos 
adecuados para la coordinación 
y cooperación entre todos ellos; 
4) debe contar con sistemas 
de solución de conflictos ági-
les, incentivando la cooperación 
sobre la confrontación; y 5) debe 
tomar en consideración la inte-
racción entre las instituciones 
políticas y los resultados de la 
acción pública, singularmente 
por lo que hace a los incentivos 

Resumen

Dos son los objetivos principales de este 
trabajo. En primer lugar, con base en la Teoría 
del Federalismo Fiscal, se identifica las princi-
pales debilidades institucionales en el diseño 
del Estado autonómico (que irremediable-
mente se trasladan al funcionamiento). En 
un segundo estadio, a partir de las mejores 
prácticas identificadas por la evidencia empí-
rica nacional e internacional, se propone un 
conjunto de reformas cuyo acometimiento 
(en bloque) redundaría en claras ganancias 
de eficiencia para el sector público en España. 
La amplitud del objeto de estudio motiva una 
selección subjetiva de los temas abordados 
en la discusión que, en todo caso, se desplie-
gan sobre las cinco áreas fundamentales que 
describen cualquier realidad descentralizada: 
competencial, financiera, relaciones intergu-
bernamentales, conflictual y sistema de par-
tidos (del que, en última instancia, depende 
el funcionamiento del Estado autonómico).

Palabras clave: Estado autonómico, fe-
deralismo fiscal, debilidades institucionales, 
eficiencia, reformas institucionales.

Abstract

Two are the main objectives of this 
work. First, based on the Theory of 
Fiscal Federalism, we identify the main 
institutional weaknesses in the design of 
the decentralized state (which irretrievably 
translate into its operability). In a second 
stage, based on the best practices, as 
identified by the available national and 
international empirical evidence, we propose 
a set of reforms which if accepted (in bulk) 
would result in clear efficiency gains for 
the Public Sector in Spain. The breadth  
of the subject matter of study motivates a 
subjective selection of the topics addressed 
in the discussion which, in any case, are 
deployed on the five fundamental areas that 
describe any decentralized reality: division of 
responsibilities, financing, intergovernmental 
relations, conflict, and party system (on 
which, ultimately, the functioning of the 
regional State depends).

Keywords: decentralized governance, 
fiscal federalism, institutional weaknesses, 
efficiency, institutional reforms.

JEL classification: H70.

I.	 INTRODUCCIÓN

L OS dos objetivos principales 
de este trabajo son identifi-
car las principales debilida-

des institucionales en el diseño 
(y, por ende, en el funcionamien-
to) del Estado autonómico y pro-
poner un número de reformas 
de esas instituciones desde la 
perspectiva de la eficiencia del 
sector público. 

La crisis económica precipi-
tada por la emergencia sanitaria 
acentúa aún más la capital im-
portancia que el diseño institu-
cional atesora para la mejora en 
el bienestar de los ciudadanos. 
En el caso de España, el embate 
de la crisis se erige en una nueva 
oportunidad para superar las de-
ficiencias de calidad institucional 
que la literatura económica y la 
doctrina jurídica han identifica-
do en el diseño del Estado au-
tonómico, por cuanto aquellas, 
irremediablemente, se trasladan 
a su funcionamiento.

Desde un punto de vista 
normativo, específicamente en 
relación con arquitecturas ins-
titucionales descentralizadas, 
como la española, la Teoría del 
Federalismo Fiscal ha acumulado 
evidencia acerca de las condicio-
nes que estimulan una estructu-
ra territorial más eficiente (Ter-
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evaluar cualquier realidad des-
centralizada. Para poder man-
tener la discusión en unos tér-
minos aprehensibles, tal como 
se ha puesto de manifiesto en la 
introducción, debe explicitarse  
la necesaria selección subjetiva de 
las cuestiones que se abordan. 

1.	Debilidades 
institucionales en la 
distribución competencial 
entre niveles de gobierno

Una de las condiciones que la 
teoría normativa del federalismo 
fiscal señala como necesarias 
para un eficiente funcionamien-
to de los Estados descentraliza-
dos es dar una solución correcta 
al denominado assignment pro-
blem, es decir, establecer una 
serie de normas y reglas para 
responder a la pregunta de quién 
hace qué, o, dicho de otra forma, 
qué nivel del gobierno es el en-
cargado de realizar cada una de 
las funciones asignadas al sector 
público. A tal fin, todos los Es-
tados descentralizados cuentan 
con normas –generalmente– 
constitucionales que delimitan 
la distribución de poder entre 
niveles de gobierno y asignan 
ese poder de forma originaria 
(constitucional) no únicamente 
al nivel central o federación, sino 
también a los niveles de gobier-
no subcentrales. 

La Teoría del Federalismo Fis-
cal señala como requisitos ópti-
mos para una correcta asigna-
ción competencial los siguientes: 

1) Claridad: para evitar pro-
blemas de confusión y de duplici-
dades y para asegurar la respon-
sabilidad y rendición de cuentas 
ante el electorado resulta crucial 
que estén correctamente pre-
cisados los roles de cada nivel 
de gobierno respecto de cada 
competencia. Ello demanda que 

que moldean la estructura de (y 
la interacción entre) los partidos 
políticos (Ponce-Rodríguez et 
al., 2020; Weaver, 2020). No en 
vano, una exitosa provisión de 
bienes y servicios públicos en los 
Estados ampliamente descen-
tralizados depende, en última 
instancia, de la coordinación y 
cooperación entre los diferen-
tes poderes del Estado, lo cual 
es como afirmar que depende 
de la naturaleza –cooperativa 
versus conflictiva o hasta des-
leal…– de las relaciones que me-
dien entre los distintos niveles 
territoriales de la Administración 
(Muñoz Machado, 2006; Ponce- 
Rodríguez et al., 2020; Goel-
zhauser y Konisky, 2020). 

Justamente con la motivación 
de contribuir a una mejora de la 
eficiencia en el funcionamiento 
del Estado autonómico, y, a la 
luz del diseño óptimo que pro-
pone la Teoría del Federalismo 
Fiscal, este trabajo tiene como 
objeto el análisis de las institu-
ciones fundamentales del Estado 
autonómico que disciplinan en 
buena medida el comportamien-
to de sus principales actores. 
Como tales descuellan, no por 
casualidad, los órganos consti-
tucionales, por cuanto –aunque 
en menor medida, junto con las  
entidades locales– ejercen la  
dirección política del Estado, 
a saber: las Cortes Generales  
–Congreso y Senado–, el Tribu-
nal Constitucional, el Consejo  
General del Poder Judicial, el  
Gobierno, y también las asama-
bleas y ejecutivos autonómicos (1). 

A tal fin, y, para poder ser ca-
paces de mantener la discusión 
dentro de unos límites maneja-
bles, necesariamente existirá una 
elección subjetiva de las cuestio-
nes que se abordan. En nuestro 
caso, lo hacemos a partir de las 
cinco dimensiones que revelan 

las áreas preferentes de un dise-
ño institucional descentralizado  
–competencial, financiera, relacio-
nes intergubernamentales, con-
flictual, y, planeando sobre todas 
ellas, el sistema de partidos–. 

Acto seguido, con base en 
las mejores prácticas identifica-
das por la evidencia empírica 
nacional e internacional, este 
trabajo incluye una relación de 
propuestas de reforma, en cuya 
adopción conjunta residiría su 
eficacia. Si bien es sabido que 
los resultados que cosechan los 
trasplantes institucionales pue-
den ser ambiguos, pues cada 
experiencia federal posee sin-
gularidades que traen causa de 
condicionantes particulares (2), 
la argumentación basada en ex-
periencias exitosas no parece 
tampoco un mal punto de par-
tida para un discurso reformista. 

El trabajo se estructura como 
sigue. Tras esta introducción, la 
siguiente sección identifica, en 
primer lugar, las principales ca-
rencias, debilidades e incentivos 
perversos de diseño institucional 
que perjudican el desempeño 
eficiente del Estado autonómico. 
Acto seguido, la tercera sección 
se orienta a discutir diversas pro-
puestas de reforma. La cuarta 
sección ofrece las consideracio-
nes finales.

II. 	LAS INSTITUCIONES DEL 
ESTADO AUTONÓMICO 
A LA LUZ DEL 
FEDERALISMO FISCAL: 
DIAGNÓSTICO DESDE LA 
EFICIENCIA

Esta sección enjuicia a la luz 
de la Teoría del Federalismo Fiscal  
y, para el caso español, las even-
tuales debilidades que presenta 
el diseño institucional en cada 
una de las cinco dimensiones 
fundamentales que permiten 
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Protección Social o Justicia. La 
concurrencia competencial en 
sí misma no debería ser un pro-
blema si estuviera correctamente 
delimitada, pero ni siquiera exis-
te un patrón común para iden-
tificar qué ámbito de actuación 
en el ejercicio de competencias 
compartidas/concurrentes co-
rresponde a cada nivel de gobier-
no (valga como ejemplo Protec-
ción Social). 

De otro lado, las fórmulas ele-
gidas para asignar las competen-
cias a los distintos niveles de go-
bierno son complejas y no basta 
con un simple seguimiento de  
la Constitución y los estatutos 
de autonomía para conocer  
el reparto competencial entre el 
Estado central y las comunidades 
autónomas. La abundante utili-
zación de leyes marco (art.150.1 
Constitución española, en ade-
lante CE) y de leyes orgánicas de 
delegación (art.150.2 CE) implica 
dificultades añadidas para cono-
cer la verdadera descentraliza-
ción de competencias realizada 
a las comunidades autónomas. 
Esta falta de claridad se ve espe-
cialmente ampliada si tenemos 
en cuenta la asignación de com-
petencias al ámbito local, espe-
cialmente por lo que se refiere 
a la amplia heterogeneidad de 
asignación competencial según 
el tamaño de los municipios y 
al hacer depender la asignación 
competencial del contenido de la 
legislación sectorial autonómica 
en cada materia (art. 25.2 Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases del Régimen Local, 
en adelante LRBRL) o al existir 
cláusulas indeterminadas de atri-
bución competencial (art 25.1 
LRBRL) (Tránchez et al., 2011). 

En segundo término, el repar-
to competencial del Estado au-
tonómico, en puridad, es abierto 
y dinámico, de acuerdo con la 

4) Corresponsabilidad fiscal: 
la asignación competencial debe 
contar con una correspondencia 
entre territorios beneficiarios de 
los servicios públicos y territorios 
que los financian, evitando en la 
medida de lo posible problemas 
de «ilusión fiscal» y «tragedia de 
los comunes» (4). 

5) Autonomía completa y 
real: la asignación competencial 
deber otorgar una verdadera 
autonomía de gasto y de ingreso 
al nivel de gobierno responsable, 
evitando en la medida de lo posi-
ble la existencia de instrumentos 
que puedan cercenar de facto 
dicha autonomía y responsabi-
lidad. 

A continuación, se expone las 
principales causas que motivan 
las debilidades en el diseño com-
petencial del Estado autonómico 
más allá de la realidad dinámica 
que personifica cualquier Estado 
federal. A nuestro juicio, son 
cuatro. 

En primer lugar, el sistema de 
asignación competencial español 
presenta un problema de clari-
dad, con grandes dificultades de 
seguimiento del espacio de poder 
asignado a cada nivel de gobier-
no. Dos razones fundamentales 
explican dicho problema.

De un lado, dentro de los po-
sibles modelos de caracterización 
de Estados descentralizados que 
ofrece la experiencia comparada 
resulta fácil identificar a nues- 
tro Estado autonómico como 
un Estado de naturaleza coope-
rativa en el que, aunque existen 
algunas competencias exclusivas, 
predomina un amplio número 
de competencias concurrentes 
y compartidas (5), entre las que 
destacan algunas importantes 
para el bienestar de los ciudada-
nos como Sanidad, Educación, 

haya una asignación de compe-
tencias exclusiva a cada nivel de 
gobierno o que cuando la con-
currencia de competencias sea 
inevitable o deseable, que exista 
transparencia en la asignación 
de los tres planos fundamentales 
que definen el diseño de cual-
quier competencia: regulación, 
financiación y gestión. Solo así se 
potencia eficientemente la visibi-
lidad de la ciudadanía acerca de 
qué funciones ejerce cada nivel 
de gobierno, incrementando la 
rendición de cuentas. A contra-
rio, la literatura ha subrayado la 
conexión que media entre mayor 
desinformación (invisibilidad) 
ciudadana y mejor capacidad de 
movilización de corrientes polí-
ticas populistas (3) (Hameleers, 
Bos y de Vreese, 2017). 

2) Eficiencia: la asignación 
competencial entre niveles de 
gobierno debe incentivar una 
provisión de servicios públicos 
que maximice el bienestar de la 
ciudadanía y, por tanto, que no 
genere problemas de equidad 
interpersonal. Con base en la 
Teoría, mientras las funciones 
de estabilización y redistribu-
ción deben concentrarse en el 
nivel central, la asignativa, por 
su parte, generará ganancias de 
eficiencia en la provisión descen-
tralizada de bienes y servicios 
públicos respecto de las compe-
tencias en las que las preferen-
cias de la ciudadanía resulten 
heterogéneas (Musgrave, 1959; 
Casahuga, 1982).

3) Minoración de externalida-
des y aprovechamiento de eco-
nomías de escala: la asignación 
competencial debe ser capaz de 
minorar las eventuales externa-
lidades negativas que pudieren 
surgir al calor de su ejercicio, así 
como reconocer la dimensión 
óptima para minimizar los costes 
de producción. 
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en última instancia, precipita las 
siguientes consecuencias que 
lastran un funcionamiento efi-
ciente del Estado autonómico. 

De un lado, el modelo com-
petencial resultante es confuso 
(García Roca, 2014), lo que ge-
nera problemas en dos direc-
ciones. Por un lado, precipita 
dificultades para que los pro-
pios gobernantes sepan hasta 
dónde llegan sus competencias 
y, en consecuencia, propicia 
un aumento desmesurado de 
la conflictividad competencial 
ante la jurisdicción constitucional 
(Aragón, 1986). Por otro lado, 
la ciudadanía observa grandes 
dificultades para identificar el 
nivel de gobierno responsable de 
cada competencia, oscureciendo 
la rendición de cuentas de los 
gobernantes ante los ciudadanos 
(López Laborda y Rodrigo, 2015; 
Herrero, Goenaga y Tránchez, 
2018) (8).

En consecuencia, la falta de 
claridad en competencias ca-
pitales para el bienestar de los 
ciudadanos redunda en que su 
ejercicio sea ininteligible, verbi-
gracia en Justicia o Protección 
Social, además de que impide 
el aprovechamiento de las eco-
nomías de escala latentes a una 
gestión coordinada (respectiva-
mente, Gutiérrez López, 2016; 
AIReF, 2019). Todo lo cual, a 
su vez, se traslada indefectible-
mente a la eficiencia general de 
la economía, especialmente en 
el caso de la Justicia (Dejuán y 
Mora-Sanguinetti, 2019, en uno 
de los trabajos más recientes).

De otro lado, la inestabilidad 
del sistema competencial y la di-
námica permanente de mayores 
asunciones competenciales ha 
generado algunas distorsiones 
importantes. Destaca un proble-
ma de eficiencia en la medida 

embargo, presenta inconvenien-
tes de inseguridad jurídica tanto 
en los Gobiernos que deben de-
sarrollar las políticas como en los 
ciudadanos que deben evaluarlas 
en el funcionamiento democráti-
co con rendición de cuentas. 

En tercer lugar, la asimetría 
competencial, más allá de los 
hechos diferenciales (6), y, ya 
desde los inicios del proceso des-
centralizador, generó incentivos 
a la emulación por parte de las 
regiones que ab initio contaron 
con menores competencias. A 
su vez, estimuló la demanda de 
nuevas competencias por aque-
llas comunidades que, también 
ab initio, contaron con un techo 
competencial superior (7). Con 
otras palabras, la asimetría se 
ha erigido en motor del proceso 
de descentralización generando 
incentivos a continuas renego-
ciaciones para aumentar el nivel 
de autogobierno (Tudela, 2018). 

En cuarto lugar, de la aper-
tura del sistema destaca como 
resultado la coexistencia de en-
tidades supramunicipales con 
competencias yuxtapuestas a las 
de las comunidades autónomas. 
Y ello, no solo por lo que hace 
a las diputaciones provinciales 
(Muñoz Merino y Suárez Pan-
diello, 2018), sino también por 
lo que se refiere a las entidades 
locales supramunicipales creadas 
por las propias regiones –co-
marcas, veguerías…– que no 
quedaron afectadas por la Ley 
de 27/2013, de 27 de diciembre, 
que perseguía una clarificación 
competencial del nivel local de 
gobierno.

Llegados a este punto, de las 
debilidades en el diseño de la 
distribución competencial identi-
ficadas se deduce tanto la asime-
tría como la inestabilidad perma-
nente del modelo. Todo lo cual, 

propia Constitución, cuya conse-
cuencia es una cierta inestabili-
dad. Así, respecto a la asignación 
de competencias autonómicas, 
la atención de la doctrina acerca 
de la eventualidad del sistema 
competencial concentra su aten-
ción en el artículo 150.2 CE, a 
tenor del cual se acepta (casi) 
ilimitadamente la transferen-
cia o delegación de competen-
cias centrales a las regiones, y 
en el art. 150.1 CE que permite 
la ampliación de competencias 
concurrentes. No obstante, la 
posibilidad de armonización de 
la legislación autonómica que 
auspicia el artículo 150.3, que, 
quizá por su desuso, ha pasado 
desapercibida a aquella, permiti-
ría una invasión competencial en 
sentido contrario y sin contornos 
definidos.

También se observa este ca-
rácter abierto y permeable en 
lo que respecta a la asignación 
competencial al nivel de gobierno 
local. Por un lado, al estar refe-
renciado en buena medida a la 
legislación sectorial autonómica, 
esta puede cambiar con facili-
dad introduciendo reasignaciones 
competenciales (art. 25.2 LRBRL). 
Por otro lado, el uso abundante 
de fórmulas de delegación por las 
comunidades autónomas hacia 
las entidades locales también in-
troduce una amplia posibilidad 
de cambios, pues estas delegacio-
nes también pueden modificarse 
con facilidad. 

Este carácter abierto y diná-
mico del marco competencial 
presenta ventajas como su fle-
xibilidad y capacidad de adap-
tación ante cambios en la evo-
lución de las necesidades de las 
políticas, de las preferencias de 
los ciudadanos o de innovacio-
nes tecnológicas que hagan po-
sibles cambios en la producción 
optima de servicios públicos. Sin 
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menos, suficiente) para que 
su ejercicio sea factible;

b)	 no deben existir problemas 
de «restricción presupuestaria 
blanda» (9);

c)	 debe darse suficiente visibili-
dad o capacidad para que la 
ciudadanía pueda identificar 
con nitidez de qué competen-
cias (y recursos) dispone cada 
nivel de gobierno para hacer 
efectiva su responsabilidad 
(Oates, 1972).

3) El principio de equidad 
territorial o solidaridad. En nu-
merosas ocasiones el reparto 
territorial del poder fiscal gene-
ra diferencias de recaudación 
debido a la diversa distribución 
de la capacidad fiscal entre te-
rritorios. Estos problemas de 
equidad fiscal territorial obligan 
a incorporar transferencias in-
tergubernamentales tanto de 
nivelación como de desarrollo. 
Respecto de la nivelación, las 
recomendaciones teóricas apun-
tan a que el número de fondos 
tiene que ser el menor posible, 
y, en su caso, cada uno de los 
que eventualmente se consti-
tuyan debe atender a un único 
objetivo. Idealmente, debería 
establecer un único fondo de 
nivelación con una sola fórmula 
de reparto y que refleje las dis-
paridades interterritoriales en 
necesidades de gasto y capaci-
dad fiscal (Martínez Vázquez y 
Searle, 2007; Boadway y Shah, 
2007).

4) El principio de coordina-
ción. A fin de evitar que el com-
portamiento autónomo de los 
Gobiernos subcentrales pueda 
derivar en problemas del funcio-
namiento del mercado único o 
en problemas de excesiva com-
petencia fiscal a la baja (race to 
the bottom). 

Dicho lo cual, y, de acuerdo 
con la Teoría del Federalismo 
Fiscal, un diseño óptimo del re-
parto del poder fiscal en Estados 
multinivel debería tender a la sa-
tisfacción de varias condiciones 
fundamentales: 

1) El principio de equivalencia 
fiscal (Olson, 1969), según el 
cual cada Administración debe 
contar con suficiencia financiera 
y tener autonomía financiera. 
Es decir, cada nivel de gobierno 
debe tener recursos suficientes 
para financiar las competencias 
asignadas y, a su vez, debe ser 
capaz de cubrir sus gastos con 
ingresos extraídos exclusivamen-
te de entre sus propios contribu-
yentes.

En la práctica existe gran difi-
cultad para conseguir estos ob-
jetivos con plenitud, debido a la 
desigual distribución territorial 
de las bases imponibles. Ello re-
quiere restringir la aplicación del 
principio de suficiencia financiera 
a las entidades más pudientes 
e irremediablemente recurrir a 
la utilización de transferencias 
intergubernamentales verticales 
y horizontales para lograr la su-
ficiencia, pero que crean depen-
dencia y minoran la autonomía. 

2) El principio de responsabi-
lidad, relacionado estrechamen-
te con el anterior, y que lleva a 
que los Gobiernos con un de-
terminado poder fiscal asignado 
deban ejercerlo efectivamente 
para cumplir sus competencias 
y poder rendir cuentas antes sus 
ciudadanos. Esta idea de la res-
ponsabilidad, uno de los argu-
mentos más potentes en favor 
de la descentralización, conlleva, 
a su vez, una serie de condicio-
nes para su cumplimiento: 

a)	 la autonomía tributaria asig-
nada debe ser amplia (o, al 

en que no se hayan valorado 
realmente las economías de es-
cala que tiene la provisión cen-
tralizada de algunos servicios; 
pero también debe enfatizarse 
una mayor complejidad en la 
asignación competencial conse-
cuencia de una permanente rea-
signación de competencias. Ade-
más, han aflorado problemas de 
equivalencia fiscal cuando se ha 
producido una mayor descen-
tralización de competencias de 
gasto sin una clara asignación 
de poder fiscal equivalente o sin 
mayores asunciones de corres-
ponsabilidad. 

A resultas de lo anterior puede 
afirmarse que la inestabilidad 
competencial precipita la homó-
nima de los sistemas de financia-
ción, dada la imbricación entre 
ambos (Salvador Crespo y Sanz-
Arcega, 2014). Con otras pala-
bras, toda enmienda del orden 
competencial, como ocurrió con 
la ley de 2013 que modificó las 
atribuciones de las entidades lo-
cales, impone de facto una refor-
ma de la financiación.

2.	Debilidades institucionales 
en la distribución del 
poder fiscal 

En un Estado multinivel la 
distribución de competencias 
entre diferentes niveles de go-
bierno prevista constitucional-
mente debe llevar aparejada 
una correlativa distribución del 
poder fiscal facilitando los recur-
sos financieros que permitan el 
cumplimiento de las funciones 
encomendadas. Con otras pala-
bras, no hay autonomía real sin 
autonomía financiera. Por ello, 
resulta clave establecer principios 
generales, normas claras e insti-
tuciones que permitan organizar 
adecuadamente esa distribución 
de poder fiscal.



93

JORGE MARTÍNEZ-VÁZQUEZ ì JOSÉ MANUEL TRÁNCHEZ-MARTÍN ì EDUARDO SANZ-ARCEGA

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 168, 2021. ISSN: 0210-9107. «LA CALIDAD DE LAS INSTITUCIONES Y LA ECONOMÍA ESPAÑOLA»

sesgados en favor del Gobierno 
central con escasa capacidad 
real de decisión por parte de las 
comunidades autónomas y las 
entidades locales, debilitando su 
autonomía financiera. En segun-
do lugar, las decisiones concre-
tas tomadas sobre estos límites 
han desembocado en criterios 
inconsistentes y problemáticos 
que han generado inestabilidad 
e incentivos a la no responsabi-
lidad. Así, en el nivel regional, 
frecuentemente se han tomado 
criterios no técnicos que relajan 
el cumplimiento de los requisitos 
de déficit y deuda a las comuni-
dades que más se habían aleja-
do de estos, lo que ha generado  
precedentes y señales claras 
sobre la ausencia de consecuen-
cias al incumplimiento de las 
reglas en el futuro. En el mismo 
sentido, por lo que hace a las 
entidades locales, la obligación 
de presentar equilibrio presu-
puestario y endeudamiento bajo 
tutela del Gobierno central supo-
nían restricciones claras y regula-
das al más alto nivel normativo, 
pero han generado problemas 
de aplicación técnica y de validez 
operacional. Valgan como ejem-
plos, de un lado, la inseguridad 
jurídica sobre la autonomía local 
en relación con el destino de su- 
perávits presupuestarios y, de 
otro, el incentivo perverso que 
supone el hecho de que los mu-
nicipios con mayor nivel de en-
deudamiento tengan más posi-
bilidades de seguir recurriendo a 
este instrumento de financiación 
(Hevia García, 2020). En tercer 
lugar, el marco de medidas pre-
ventivas, correctivas y coercitivas 
establecido en la ley orgánica de 
estabilidad presupuestaria (11) 
son de amplia exigencia formal, 
pero de poca aplicación efectiva, 
lo que ha podido aumentar la 
sensación de laxitud, generando 
incentivos a una mayor irrespon-
sabilidad presupuestaria.

Llegados a este punto, en el 
caso español la literatura señala 
un amplio número de debilida-
des de diseño en los sistemas 
de financiación de los niveles de 
gobierno subcentrales, entre las 
que destacan las siguientes:

– La mayor disrupción (sin 
parangón en la experiencia com-
parada) que existe en el diseño 
de la financiación subcentral es 
la existencia de una fuerte asime-
tría en los regímenes de finan-
ciación. La convivencia de dos 
regímenes financieros distintos 
(el común y el foral), con marca-
das diferencias (y, por ende, be-
neficios) para los sistemas forales 
–fundamentalmente, su no parti-
cipación en los fondos de solida-
ridad– motiva que tanto Navarra 
como el País Vasco cuenten con 
una financiación relativa muy 
superior al resto de las comuni-
dades autónomas.

– El diseño del sistema de 
financiación regional muestra 
importantes desequilibrios verti-
cales (10) que obliga a una am-
plia utilización de transferencias 
verticales y genera una elevada 
dependencia de los Gobiernos 
regionales, desincentivando su 
responsabilidad (Comisión de  
Expertos, 2017). Idéntico pro-
blema presentan las entidades 
locales.

– El nivel de autonomía tri-
butaria (poder tributario) asig-
nado tanto al nivel de gobierno 
regional como a las entidades 
locales se considera escaso e in-
eficientemente diseñado, lo cual 
genera comportamientos fisca-
les poco responsables (Comi-
sión de Expertos, 2017; Muñoz  
Merino y Suárez Pandiello, 2018; 
Martínez-Vázquez, Tránchez-
Martín y Sanz-Arcega, 2019). El 
sistema de impuestos cedidos en 
el ámbito regional y el sistema 

de participaciones impositivas de 
las entidades locales, amén de la 
capacidad regulatoria de las re-
giones, resulta opuesto a la teoría 
de la asignación de tributos y la 
mejor práctica internacional. De 
acuerdo con las recomendaciones 
de la teoría el reparto de poder 
fiscal a los niveles de gobierno 
subcentrales debería diseñarse de 
la siguiente forma; a saber: lista 
cerrada de tributos y ejercicio de 
la autonomía tributaria restringi-
do tan solo a tipos impositivos, 
fijando en una ley estatal los tipos 
mínimos y máximos para cada 
impuesto, de modo que la exis-
tencia de un mínimo umbral de 
tributación no afecte a la eficien-
cia en la localización de los recur-
sos, que, a contrario, quedaría 
muy influenciada simplemente 
por razones de carga tributaria 
y de recaudación de impuestos 
por la Administración tributaria 
que tenga la mayor ventaja com-
parativa en cada caso (Martínez 
Vázquez, 2015).

A mayor abundamiento, la 
figura de impuestos cedidos 
(también sin parangón en la ex-
periencia comparada), aunque 
ofrece la ventaja de asegurar 
la coordinación interterritorial 
de bases tributarias, se aleja de 
la mejor práctica internacional 
de impuesto y tributos propios 
y crea la percepción entre los 
ciudadanos de que se trata de 
impuestos compartidos con el 
Gobierno central (cuando no de 
tributos exclusivos de este; Área 
de Sociología Tributaria, 2016).

– Por otra parte, los meca-
nismos institucionales de arti-
culación de las reglas fiscales y 
de distribución de los límites de 
déficit y deuda presentan debili-
dades evidentes. En primer lugar, 
los mecanismos de toma de de-
cisiones respecto a la fijación de 
estos límites están fuertemente 
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– Las sucesivas reformas de 
los sistemas de financiación no 
han extirpado la persistencia de 
una relevante «restricción presu-
puestaria blanda», que favorece 
un comportamiento menos res-
ponsable de los Gobiernos sub-
centrales tanto en términos de 
un control sostenible del gasto 
como en lo referente a la rea-
lización de mayores esfuerzos 
tributarios utilizando su propia 
autonomía tributaria. Muchos 
son los argumentos que abonan 
este problema, como, por ejem-
plo, la expectativa de rescate 
explícito o solapado en las rene-
gociaciones de futuros sistemas 
de financiación, en las renego-
ciaciones de los límites de déficit 
o de deuda, o en el cuentagotas 
de incrementos continuos en 
el tiempo en los márgenes de 
participación en los ingresos del 
Gobierno central cuando había 
evidencia de la falta de esfuerzo 
recaudatorio con los tributos 
propios, etcétera.

– Respecto de la nivelación 
regional, es un lugar común la 
evidencia acerca de los proble-
mas de complejidad y falta de 
transparencia del sistema de ni-
velación (tanto vertical como 
horizontal) derivado de un cri-
terio de equidad incompleta-
mente definido, que complica el 
diagnóstico sobre la verdadera 
nivelación efectuada con una ex-
cesiva multiplicación de fondos; 
cuya definición (y, por tanto, 
cuyos resultados), además, trae 
causa del juego de mayorías par-
lamentarias entre las Cortes y las 
distintas Asambleas autonómi-
cas. La consecuencia parece un 
cierto desincentivo a un mayor 
esfuerzo fiscal regional (Comité 
de Expertos, 2017) (12).

Así las cosas, de las conside-
raciones anteriores sobre los sis-
temas de financiación en España 

tural de mayorías políticas, 
además de generar inestabili-
dad, desincentivan un mayor 
esfuerzo fiscal regional, gene-
rando problemas de respon-
sabilidad fiscal (13).

–	 Los Gobiernos subcentrales 
ejercen escasamente el poder 
tributario que tienen asigna-
do, lo que puede estar con-
tribuyendo a la insuficiencia 
financiera y la falta de res-
ponsabilidad y rendición de 
cuentas (Comisión de Exper-
tos, 2017; Martínez-Vázquez, 
Tránchez Martín y Sanz- 
Arcega,  2019;  Zaba lza , 
2020).

–	 El actual arreglo institucional 
de tributos cedidos resulta 
ineficiente, por cuanto ge-
nera una localización de las 
bases imponibles con mayor 
capacidad económica exclusi-
vamente por razones fiscales 
(López Laborda y Rodrigo, 
2019). No en vano, el sistema 
de tributos cedidos genera 
problemas de competencia 
fiscal a la baja, sobre todo en 
aquellos tributos con mayor 
capacidad recaudatoria o re-
distributiva (IVIELab, 2020).

En tercer lugar, la persistencia 
de los elementos señalados con 
anterioridad que alimentan una 
«restricción presupuestaria blan-
da» que constituye un problema 
de riesgo moral y que, al tiempo, 
acentúa el crónico desfase entre 
gastos e ingresos públicos y un 
incremento de la falta de respon-
sabilidad fiscal.

En cuarto lugar, se produ-
cen determinados problemas 
derivados del diseño de los me-
canismos institucionales de ar-
ticulación de las reglas fiscales. 
Por un lado, las debilidades 
señaladas respecto a la toma 

emergen claras debilidades en el 
diseño institucional que lastran 
un funcionamiento eficiente del 
Estado autonómico. De las cua-
les, a su vez, se derivan varias 
consecuencias fundamentales.

En primer lugar, como conse-
cuencia de la asimetría en los sis-
temas de financiación, se obser-
van amplias disparidades entre la 
financiación total por habitante 
ajustado recibida finalmente por 
los territorios comunes respecto 
de los forales, lo que genera pro-
blemas de desigualdad territorial 
en la provisión de servicios pú-
blicos. Adicionalmente, la nula 
contribución de los territorios 
forales a la solidaridad interte-
rritorial, al quedar fuera de los 
mecanismos de nivelación, acre-
cienta los problemas de equidad 
interterritorial. Esta asimetría 
en resultados de financiación y 
en contribución a la solidaridad 
ha alimentado la sensación de 
«agravio comparativo» y la bús-
queda de la generalización del 
sistema de concierto por otros 
territorios lo que, a su vez, ha 
generado importantes proble-
mas de tensión política. 

En segundo lugar, se produ-
cen importantes consecuencias 
derivadas del diseño de la auto-
nomía tributaria y su consiguien-
te responsabilidad, entre las que 
destacan tres:

–	 La cesión de autonomía tribu-
taria se considera escasa, lo 
que lleva a las comunidades 
autónomas a la necesidad 
de depender ampliamente 
del sistema de transferencias 
y una menor corresponsabi-
lidad. Como se ha señalado 
(Comité de Expertos, 2017), 
los fondos de nivelación hori-
zontales y verticales del siste-
ma de financiación regional, 
al pender del juego coyun-
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número de convenios interregio-
nales (Matia Portilla, 2011), la 
situación de la cooperación hori-
zontal entre comunidades autó-
nomas no ofrece hasta la fecha 
resultados muy positivos (Taja-
dura, 2018). Todo lo cual es más 
el resultado del juego en la direc-
ción política que de la ausencia 
de un marco normativo (16).  
Valga como ilustración que el 
foro intergubernamental al más 
alto nivel, la Conferencia de Pre-
sidentes, ha sido escasamente 
convocado a pesar de que su re-
glamento interno prescribe que, 
al menos, debería celebrarse con 
periodicidad anual (17). Por otra 
parte, su diseño inicial ya antici-
paba su posible inefectividad ya 
que los presidentes autonómicos 
no tienen obligación legal de 
asistir. 

La dificultad para la evalua-
ción objetiva de los resultados 
de la cooperación a través de 
foros intergubernamentales  
se torna mucho más nítida si se 
coloca el foco del análisis sobre 
los órganos colegiados de go-
bernanza. Así, tanto la doctri-
na jurídica como la literatura 
económica han atendido a dos 
categorías de debilidades ins-
titucionales que presentaría el 
Estado autonómico. De un lado, 
la propia capacidad de los Go-
biernos subcentrales para hacer 
valer sus intereses en los órganos 
colegiados de gobernanza. Y, de 
otro lado, la representatividad 
de los Gobiernos subcentrales en 
relación con su capacidad para 
nombrar los miembros de aque-
llos. Al respecto, a nuestro juicio, 
dos cuestiones merecen especial 
consideración.

De un lado, por lo que se re-
fiere exclusivamente a la primera 
de las debilidades expuestas, la 
capacidad real de los Gobiernos 
subcentrales para hacer valer 

3.	Debilidades institucionales 
en el ámbito de las 
relaciones de cooperación 
entre niveles y órganos de 
gobierno

La articulación de mecanis-
mos que favorezcan la coordi-
nación y cooperación entre la 
acción de los distintos niveles 
territoriales de gobierno es una 
condición necesaria para que, 
incluso a través de una mino-
ración de la conflictividad, la 
descentralización produzca ga-
nancias de eficiencia. Ello es así, 
especialmente, en arquitecturas 
de naturaleza cooperativa, como 
la española, en la que el ejerci-
cio de competencias sustanti-
vas para el bienestar de los ciu-
dadanos está simultáneamente 
asignado a diferentes niveles de 
gobierno. A tal fin, la literatura 
ha identificado la bondad que 
supone la existencia de arreglos 
institucionales que permitan la 
participación de los Gobiernos 
subcentrales en la gobernanza 
de las decisiones del nivel cen-
tral del Estado en las materias 
pertinentes, así como el estable-
cimiento de una interlocución 
fluida entre todos los niveles de 
gobierno, singularmente en ma-
terias que generen externalida-
des y/o en aquellas cuya gestión 
corresponda a más de un nivel 
territorial de la Administración 
(Tajadura, 2002). En este punto, 
como posibilidades exitosas que 
muestra la evidencia comparada 
descuellan los foros interguber-
namentales (15) y los órganos 
colegiados de gobernanza. 

En el caso de España, y, res-
pecto de los primeros, la búsque-
da de la bilateralidad por parte 
de los Gobiernos regionales en 
sus relaciones con el Estado 
central se aparta de las mejores 
prácticas señaladas, a la par que, 
incluso descontando el creciente 

de decisiones en el diseño de  
las  reg las  f i sca les  ( l ími tes  
de déficit, deuda y gasto) oca-
sionan un importante proble-
ma de sensación de falta de 
cogobernanza real por parte 
de los Gobiernos subcentrales, 
que se encuentran fuera de la 
toma de decisiones en aspectos 
cruciales para su financiación. 
Por otro lado, la amplia laxitud 
mostrada por la aplicación de 
las medidas relacionadas con 
el cumplimiento de las reglas 
fiscales o la alternancia de crite-
rios inconsistentes o poco claros 
generan importantes incentivos 
al ya señalado problema de falta 
de responsabilidad fiscal. 

En quinto lugar, la impor-
tancia de partidos naciona-
listas/regionalistas bisagra en 
el Congreso de los Diputados 
(respecto de contextos con pre-
eminencia de partidos políticos 
de ámbito nacional) incentiva y 
redunda en un peor desempe-
ño fiscal de los Gobiernos, por 
cuanto la fragmentación políti-
ca hace primar consideraciones 
regionales sobre las genera-
les (Lago-Peñas y Lago-Peñas, 
2009; Simón, Sacchi y Lago-
Peñas, 2018; Ponce-Rodríguez 
et al., 2020) (14).

Finalmente, el corolario de 
todo lo expuesto resulta una 
escasa transparencia o visibili-
dad fiscal para la ciudadanía. 
O, dicho de otro modo, los ciu-
dadanos, muy mayoritariamen-
te, desconocen qué impuestos 
financian la acción de cada uno 
de los niveles territoriales de  
la Administración, por lo que la  
rendición de cuentas de los 
decisores públicos es menor de 
la deseable (Herrero, Goneaga  
y  T ránchez ,  2018;  López- 
Laborda, Rodrigo y Sanz-Arcega,  
2020).
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En tercer lugar, y, a conse-
cuencia de lo anterior, de acuer-
do con su configuración actual, 
pues, además, su única compe-
tencia legislativa sustantiva es 
su papel para la aplicación del 
artículo 155 de la Constitución, 
el Senado es, desde un punto 
de vista práctico, perfectamente 
prescindible. 

En cuarto y último término, la 
capacidad del Gobierno central 
para soslayar los intereses sub-
centrales tanto en el Consejo de 
Política Fiscal y Financiera como 
en la Comisión Nacional de Ad-
ministración Local devienen cla-
ros desincentivos a la coopera-
ción, en mayor medida en un 
entorno político polarizado y 
fragmentado. 

Adenda sobre la 
anticooperación: el sistema 
de partidos y el bloqueo 
institucional

La democracia representativa 
(la única viable, de acuerdo con 
la experiencia histórica) se fun-
damenta en la articulación de las 
preferencias ciudadanas a través 
de partidos políticos. A nuestro 
juicio, conscientes de que la dis-
cusión en torno al sistema de 
partidos desborda, con mucho, 
la ambición (y el espacio) de estas 
páginas, no por ello queremos 
soslayar la importancia que el 
bloqueo institucional tiene para  
el correcto funcionamiento de 
cualquier Estado, sea este una rea-
lidad unitaria o descentralizada. 

En el caso español, descuellan 
dos real idades de bloqueo 
institucional achacables a las Cortes 
Generales: el incumplimiento 
de los plazos de renovación 
de  m iembros  de  ó rganos 
constitucionales, singularmente el 
Consejo General del Poder Judicial 
y el Tribunal Constitucional; y la 

participan partidos regionalistas/
nacionalistas, que obviamen-
te focalizan sus demandas en 
beneficios para sus territorios 
(Garrido López y Sáenz Royo, 
2014). Quizá por ello, en lo que 
se conoce, únicamente parece 
haberse encontrado evidencia 
empírica acerca de la capacidad 
del Bundesrat alemán, donde 
son los Gobiernos regionales los 
participantes en la Cámara Alta, 
para representar los intereses re-
gionales (Finke et al., 2020).

De lo expuesto en este epí-
grafe se derivan las siguientes 
consecuencias que, a nuestro 
juicio, lastran un funcionamiento 
eficiente del Estado autonómico. 
Son cuatro.

En primer lugar, la ausencia 
de obligación de asistir a los foros 
intergubernamentales instituidos 
desnaturaliza la capacidad de 
estos para erigirse legítimamente 
en un mecanismo cooperativo 
eficaz. No por casualidad son 
representantes de comunidades 
autónomas con peso político es-
pecífico los que, eventualmente, 
declinan participar. 

En segundo término, los Go-
biernos regionales se encuentran 
marginal e indirectamente repre-
sentados en el Senado (art. 69.5 
CE), al tiempo que únicamen-
te a través de los partidos polí-
ticos regionalistas/nacionalistas 
que tengan representación en el  
Congreso pueden quedar atendi-
dos preferentemente los intereses 
de algunas regiones. Con otras 
palabras, el sistema electoral de 
base provincial precipita que, en la 
práctica, el Congreso se encuen-
tre parcialmente regionalizado y 
que el Senado, supuestamente la  
Cámara de representación territo-
rial, paradójicamente tenga una 
mayor capacidad justamente para 
representar los intereses generales. 

sus intereses en instituciones ca-
pitales para la gobernanza del 
Estado autonómico, destacan 
negativamente las Cortes Genera-
les, el Consejo de Política Fiscal y 
Financiera y la Comisión Nacional  
de Administración Local. Con 
base en la configuración legal 
de los dos últimos, la primacía 
del Gobierno central le permite 
prescindir de los intereses que, 
aun en bloque, pudieran presen-
tar los Gobiernos subcentrales, 
tanto regionales como locales, 
en aspectos tan claves como los 
sistemas de financiación o la de-
terminación y reparto de los lími-
tes de déficit y deuda regionales 
y/o el empleo de los superávits 
de los entidades locales.

De otro lado, aunando ambas 
categorías de debilidades, aten-
ción especial merece el sistema 
de elección de los miembros de 
las Cortes Generales –diputados 
y senadores–. La paradoja estri-
ba en que el sistema electoral 
de base provincial previsto en 
la Constitución (arts. 68 y 69) 
propicia que el Congreso esté en 
mejor posición para atender los 
intereses regionales, pero solo de 
aquellas Comunidades que cuen-
tan con partidos nacionalistas/
regionalistas bisagra, al tiempo 
que, en el Senado, «la Cáma-
ra de representación territorial» 
(art. 69.1), la representatividad 
de las comunidades autónomas 
se fundamenta en el número de 
provincias en las que cada una 
de ellas está dividida. 

A mayor abundamiento sobre 
la capacidad de las Segundas Cá-
maras de los Estados descentrali-
zados para hacer valer los intere-
ses regionales, la doctrina parece 
apuntar a que es el sistema de 
partidos el que define la mayor o 
menor toma en consideración de 
algunos intereses regionales, en 
mayor medida cuando en aquel 
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bunal Constitucional en defensa 
de su autonomía. De otro lado, 
el recurso previo de inconsti-
tucionalidad –derogado entre 
1985 y 2015– solo se mantiene 
en relación con la aprobación de 
proyectos de estatutos de auto-
nomía y propuestas de reforma 
de estatutos de autonomía. Dada 
la doble voluntad precisa para la  
aprobación de ambos –Cortes 
Generales y Asamblea Legislativa 
regional– (19), la interposición 
de controversias ante el Tribunal 
con el objetivo de obstaculizar 
la acción de gobierno no parece 
plausible por esta vía; ni tam-
poco, en términos generales, 
por un plazo mayor de cinco 
meses respecto de la acción de 
los órganos de las comunida-
des autónomas (art. 161.2 de la  
Constitución) (20). Si bien, a 
contrario, la judicialización de 
la política, incluso interponien-
do recursos y conflictos basa-
dos en peregrinos argumentos 
de fondo, pero que cumplen 
con todos los requisitos forma-
les y que obligan al Tribunal a 
pronunciarse, es una constante 
desde los albores del Estado au-
tonómico (Aragón, 1986).

En relación con el segundo 
de los dos extremos menciona-
dos, la imparcialidad del órgano 
encargado de dirimir los conflic-
tos, se ha encontrado eviden-
cia a tenor de la cual no puede 
descartarse la imparcialidad del  
Tribunal Constitucional en la re-
solución de controversias entre 
las comunidades autónomas y el 
Estado central (López Laborda,  
Rodrigo y Sanz-Arcega, 2018) (21)  
–los conflictos que se plantean 
en defensa de la autonomía local 
son escasísimos– (22). Sin em-
bargo, tal como acontece en 
cualquier realidad descentrali-
zada, en términos políticos la 
aceptación de la imparcialidad 
(y aun de la legitimidad) tanto 

rición de conflictos para dirimir 
el alcance de los espacios re-
gulatorios y financieros entre 
niveles de gobierno (Sala, 2010). 
Fundamentalmente, las discu-
siones se ventilan a través de la 
negociación política en el marco 
de las relaciones interguberna-
mentales a las que se ha hecho 
referencia en el epígrafe anterior 
y, cuando ello no resulta posible, 
la solución queda arbitrada por 
un órgano jurisdiccional espe-
cialmente investido al efecto, en 
el caso de España, el Tribunal 
Constitucional. 

Desde el punto de vista del 
diseño institucional óptimo de 
este tipo de órganos, de los de-
sarrollos en la literatura es un 
lugar común inferir tres caracte-
rísticas (ilustrativamente, García 
Pelayo, 1981). De un lado, el 
marco legal debe proveer de 
recursos procesales ante el ór-
gano encargado de dirimir los 
conflictos a los diferentes niveles 
de gobierno para la defensa de 
su autonomía, al tiempo que no 
se generen incentivos al menos-
cabo del propio funcionamiento 
de la acción de gobierno merced 
a una sobreinterposición de re-
cursos. De otro lado, debe existir 
la percepción de que el «árbitro» 
emite sus decisiones de manera 
imparcial. Finalmente, el proceso 
de toma de decisiones y la publi-
cación del fallo sobre las contro-
versias debe producirse en unos 
plazos razonables que eviten la 
cronificación de los conflictos. 
A continuación, se contrasta las 
condiciones expuestas con los 
arreglos institucionales del caso 
español. 

Por lo que hace al primero 
de los requisitos, de un lado, to- 
dos los niveles de gobierno y ór-
ganos constitucionales cuentan 
con mecanismos procesales para 
interponer conflictos ante el Tri-

investidura fallida del presidente 
de l  Gobierno.  Esta  ú l t ima 
circunstancia puede ocurrir, 
bien cuando ningún candidato 
se presenta (y que teóricamente 
pudiere alargarse en el tiempo 
hasta agotar la legislatura); o bien 
cuando el candidato no obtiene, 
al menos, la mayoría simple de 
votos favorables (art. 99 CE).

Siendo pacíficamente acep-
tada la importancia capital que 
ambos tipos de bloqueos supo-
nen para el correcto funciona-
miento de órganos constitucio-
nales del Estado, las debilidades 
que motivan su ocurrencia son 
asimismo dos. Por lo que hace al 
bloqueo en la renovación de los 
miembros del Tribunal y del Con-
sejo, no se ha diseñado un pro-
cedimiento automático para la 
presentación de candidaturas que 
obligue a cubrir (de entre ellas) las 
vacantes en tiempo y forma (18). 
De otro lado, respecto del proce-
dimiento para la investidura del 
presidente del Gobierno, el arre-
glo institucional contenido en el 
artículo 99.5 de la Constitución, 
a tenor del cual «si transcurrido el 
plazo de dos meses, a partir de la 
primera votación de investidura, 
ningún candidato hubiere obte-
nido la confianza del Congreso, 
el rey disolverá ambas Cámaras 
y convocará nuevas elecciones 
con el refrendo del presidente 
del Congreso», ha propiciado 
que la atomización parlamentaria 
haya encontrado en la repetición 
electoral un mecanismo torticero 
para tratar de mejorar la repre-
sentación parlamentaria recién 
obtenida.

4.	Debilidades institucionales 
en los mecanismos de 
resolución de conflictos

La descentralización motiva 
intrínsecamente la eventual apa-
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mico, así como el dinamismo 
ínsito a cualquier realidad des-
centralizada, abogamos por la 
clarificación del diseño compe-
tencial. Esta necesidad de clarifi-
cación resulta perentoria respec-
to de tres fenómenos asociados 
principalmente a la arquitectura 
competencial actual: la concu-
rrencia, la delegación y transfe-
rencia y, por último, la asimetría.

Por lo que hace a las com-
petencias concurrentes entre el 
Estado central y las comunidades 
autónomas, resulta necesaria 
una mayor y mejor explicitación 
del alcance competencial que 
tiene cada nivel de gobierno 
desde el punto de vista funcio-
nal y establecer para cada com-
petencia (ámbito material), un 
criterio claro de identificación 
del reparto de poder para cada 
nivel de gobierno entre los atri-
butos de cada función, distin-
guiendo quién tiene el poder 
regulatorio tanto en su vertiente 
legislativa como reglamentaria, 
la obligación de financiación y 
la obligación del desempeño o 
provisión de los servicios. La uti-
lización consensuada del instru-
mento que constituyen las leyes 
de armonización (art. 150.3 CE) 
podría facilitar la clarificación 
de las competencias, incorpo-
rando toda la jurisprudencia 
constitucional. Esta norma, que 
podría ser utilizada como refe-
rencia tanto para los gobernan-
tes como para los ciudadanos, 
debería ir acompañada de los 
suficientes anexos explicativos 
donde respecto de cada com-
petencia concurrente (Educa-
ción, Sanidad, etc.) se recogiera 
con claridad el reparto del poder  
–regulatorio, de financiación y 
de ejecución…– entre niveles de  
gobierno. Desde un punto  
de vista práctico y dentro de la 
mejor practica internacional,  
la clarificación de las responsabi-

otras palabras, de la realidad se 
desprende una insuficiencia de 
recursos del Tribunal para aten-
der todos sus cometidos, cues-
tión, por otra parte, también ex-
trapolable a la Administración de 
Justicia en su conjunto (Vázquez 
Cueto y Gutiérrez López, 2017). 

III. 	 ALGUNAS PROPUESTAS 
DE REFORMA DEL 
ESTADO AUTONÓMICO 
DESDE LA EFICIENCIA

Esta sección detalla algunas 
propuestas de reforma del Esta-
do autonómico con el objetivo 
de conseguir un funcionamiento 
más eficiente del mismo, cuya 
mayor efectividad, en todo caso, 
reside en gran medida en su aco-
metimiento conjunto. A tal fin, 
con base en la evidencia empírica 
que se conoce, a continuación, 
se formulan una serie de reco-
mendaciones de lege ferenda 
respecto de las cinco áreas pre-
ferentes que define la Teoría del 
Federalismo Fiscal para el diseño 
óptimo de Estados descentrali-
zados: competencial, financie-
ra, relaciones intergubernamen-
tales, conflictual y sistema de 
partidos. En este punto, debe 
ponerse de relieve la naturaleza 
subjetiva de las propuestas de 
reforma que se acogen, cualidad 
inherente al contenido de esta 
sección, así como, de nuevo, 
el pleno sentido que cobrarían 
aquellas de aprobarse en bloque.

Sentado lo anterior, a nues-
tro juicio, el funcionamiento del 
Estado autonómico obtendría 
claras ganancias de eficiencia de 
aprobarse las siguientes refor-
mas, que desglosamos para cada 
una de las cinco dimensiones 
antedichas:

1.º) En el plano competencial, 
aun asumiendo la naturaleza 
cooperativa del Estado autonó-

de los fallos como de la propia 
existencia del Tribunal solo es 
consustancial a las formaciones 
políticas constitucionalistas. 

Por lo que hace a la última 
de las condiciones expuestas, 
la duración de los procesos, la 
sobrecarga del trabajo del Tri-
bunal, acentuada por la ingente 
cantidad de demandas de ampa-
ro que se interponen, precipita 
que la resolución de las contro-
versias no sea en absoluto ágil. 
En una de sus primeras senten-
cias, empero, el Constitucional 
ya reconocía que «una justicia 
tardíamente concedida equiva-
le a una falta de tutela judicial 
efectiva» (STC 26/1983, de 13 
de abril, FJ 2). No por casualidad, 
las dilaciones indebidas devienen 
uno de los principales motivos 
que sustentan las condenas a 
España por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (Matia 
Portilla, 2018). Valga como ilus-
tración adicional los cuatro años 
que llevó al Tribunal resolver el 
recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto respecto del Estatu-
to de Autonomía de Cataluña 
aprobado en 2006 (Sentencia 
31/2010, de 28 de junio). 

A tenor de lo antedicho, 
desde un punto de vista norma-
tivo la consecución de un mayor 
grado de eficiencia en la resolu-
ción de las controversias pasaría 
por el logro de mejores grados 
de cooperación y coordinación 
en la negociación política entre 
los diferentes órganos y niveles 
de gobierno. Sin embargo, la 
apuesta de los principales acto-
res del Estado autonómico por 
la judicialización de la conflicti-
vidad precipita una dilación im-
portante en la resolución de las 
controversias que debe ventilar el 
Tribunal Constitucional, lastran-
do un funcionamiento eficiente 
de las instituciones. O, dicho con 
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damentarse en el mero agravio 
comparativo y debe potenciarse 
cuando existen claros argumen-
tos de eficiencia en la provisión 
de servicios y cuando la misma 
permite mantener las mínimas 
garantías de equidad territorial, 
de solidaridad interterritorial y de 
unidad de mercado.

En consecuencia, creemos 
que la única asimetría admisible 
desde el punto de vista de la 
eficiencia con el marco consti-
tucional actual son los hechos 
diferenciales. Respecto del resto 
de materias, todas las comuni-
dades autónomas deben avanzar 
en paralelo. 

2.º) Por lo que hace a los sis-
temas de financiación, debe par-
tirse de su reforma conjunta y 
tras haber mejorado la claridad 
en la distribución competencial. 
El reparto de las competencias 
de gasto y de ingreso debe com-
prometer simultáneamente a 
los distintos niveles de gobierno 
para evitar problemas relevan-
tes de desequilibrio vertical y 
para introducir mejoras de co-
gobernanza. Esta negociación 
multinivel de la financiación y el 
abordaje conjunto de los siste-
mas de financiación regional y 
local han sido carencias clásicas 
del contexto español. 

Con base en lo anterior, se 
realizan las siguientes propues-
tas:

– Respecto a los problemas 
generados por la asimetría en 
los sistemas de financiación se 
propone modificar la metodo-
logía de cálculo del cupo y la 
aportación, de forma que los 
territorios forales contribuyan a 
la nivelación y a la solidaridad 
interregional. Al efecto también 
coadyuvaría la inclusión de cam-
bios en la metodología de ajuste 

ción de cuentas a los ciudada-
nos de las responsabilidades que 
asume cada nivel de gobierno. 
Por ello, y, en relación con la 
delegación, si este instrumento 
se ha probado exitoso respecto 
de algunas materias, estas debe-
rían adscribirse definitivamente 
al nivel –regional o local– que 
las esté desempeñando, bien 
a través de la modificación del 
artículo 148 de la Constitución, 
bien mediante una reforma de la 
Ley de Bases del Régimen Local. 
En todo caso, las pérdidas de 
eficiencia y la asimetría injustifi-
cada que genera una delegación 
heterogénea entre comunidades 
autónomas deben corregirse. 
Con otras palabras, el instru-
mento de la delegación puede, 
y debe, emplearse para conocer 
si la gestión autonómica de una 
materia genera ganancias de efi-
ciencia, delegando su ejercicio –a 
modo de experiencia piloto– en 
una Comunidad, para, sobre la 
base de ello, delegar (o no) dicha 
materia al conjunto de ellas. 

Por su parte, la transferencia 
de la titularidad de competencias 
que posibilita el artículo 150.2 
debería suprimirse, derogando 
este inciso. Toda ampliación del 
marco competencial autonómi-
co, de producirse, debe encau-
zarse a través de una reforma 
estatutaria. 

En tercer y último término, 
la asimetría competencial ho-
rizontal como motor de una 
continuada descentralización 
resulta un elemento difícil de re-
conducir, debido a la facilidad de 
uso del argumento del «agravio 
comparativo entre territorios» y, 
especialmente, debido al mayor 
protagonismo político parlamen-
tario de partidos que defienden 
intereses territoriales (nacionalis-
tas y regionalistas). Sin embargo, 
la descentralización no debe fun-

lidades para cada atributo puede 
requerir el desdoblamiento de 
funciones en subfunciones y en 
tantas etapas como sea necesa-
rio hasta llegar a una asignación 
de responsabilidades donde no 
haya solapamiento entre distin-
tos niveles de gobierno. 

Adicionalmente, y respecto 
del nivel local de gobierno, se 
defiende la supresión de las enti-
dades locales supramunicipales, 
a salvo de mancomunidades y 
provincias, entendidas estas úl-
timas como municipios de mu-
nicipios; en concreto, exclusiva-
mente respecto de aquellos con 
una población inferior a 20.000 
habitantes y en donde debe ser 
posible la delegación de respon-
sabilidades hacia arriba por falta 
de capacidad administrativa o 
escala inadecuada de los Gobier-
nos locales de menor tamaño. En 
paralelo, se comparte la necesi-
dad de ampliar «las competen-
cias de las entidades locales en 
servicios de proximidad al ciuda-
dano» (Muñoz Merino y Suárez 
Pandiello, 2018: 35) invocando 
el «principio de subsidiariedad», 
tal como ha sido desarrollado 
por el Consejo de Europa y la 
Carta Europea de la Autonomía 
Local. Además, debe eliminarse 
cualquier cláusula indetermina-
da de atribución competencial, 
como la contenida en el artículo 
25.1 LRBRL y debe realizarse un 
mayor esfuerzo para armonizar 
la legislación a nivel nacional 
regional en políticas sectoriales 
y la normativa en materias com-
petenciales.

En segundo lugar, el abuso 
de la delegación y de la trans-
ferencia de competencias entre 
niveles de gobierno no deviene 
sino una perversión del diseño 
competencial, contribuyendo a 
la asimetría y a la ininteligibilidad 
en la práctica y cara a la rendi-
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3.º) Específicamente respecto 
de las relaciones interguberna-
mentales y la cooperación, se 
comparte, en primer lugar, que 
debe establecerse la obligato-
riedad de asistencia a los foros 
intergubernamentales reglados, 
especialmente por lo que se re-
fiere a la participación de todos 
los presidentes autonómicos en 
la Conferencia de Presidentes 
(Tajadura, 2018).

En segundo lugar, de acome-
terse la reforma electoral que se 
prescribe infra, podría constituirse 
un Senado à la Bundesrat, en el 
que fuesen los Gobiernos regio-
nales los representados en aquel, 
delimitando sus competencias le-
gislativas a aquellas materias que 
no fueren exclusivas del Estado 
central (cuya aprobación residiría 
exclusivamente en el Congreso de 
los Diputados).

En tercer lugar, para evitar el 
bloqueo en la renovación de ór-
ganos constitucionales respec-
to de aquellos cargos del Tribu-
nal Constitucional y del Consejo  
General del Poder Judicial que 
deban ser nombrados a propuesta 
de las Cortes Generales, se aboga 
por la regulación de un procedi-
miento de renovación automática, 
con plazos para la presentación 
de candidatos con suficiente an-
telación respecto de la expiración 
del mandato de los miembros 
salientes y de entre los que nece-
sariamente deberán ser escogidos 
los nuevos magistrados y vocales. 

Por último, en relación con la 
eventualidad de una investidura 
fallida, se defiende la reforma 
del artículo 99 de la Constitución  
que evite la tentación de utili-
zar torticeramente la posibilidad 
de una repetición electoral. Al 
efecto, a semejanza de lo que 
prescribe el artículo 165 del  
Reglamento del Parlamento 

la que pueda deducirse de forma 
transparente el tipo de nivelación 
acordada y la forma de lograrla y 
sin llegar al reordenamiento de 
las comunidades. En todo caso, 
las comunidades forales deberán 
contribuir a este fondo en las 
mismas condiciones que el resto 
de Comunidades.

– En lo atinente al marco 
institucional de diseño e imple-
mentación de las reglas fiscales, 
resulta necesario introducir mo-
dificaciones en el marco de las 
medidas preventivas, correctivas 
y coercitivas establecido en la 
LOEPSF (Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera). El establecimiento 
de mecanismos de monitoriza-
ción de las reglas y sistemas de 
alerta temprana pueden mejorar 
enormemente la eficacia de las 
medidas preventivas. Por otro 
lado, las medidas correctivas, 
verbigracia los Planes de Sanea-
miento Económico Financiero y 
los Planes de Reequilibrio, deben 
contar con mayor seguimiento y 
un cierto elemento punitivo, que 
evite que devengan una mera 
aprobación inercial formal. 

– Respecto de los órganos de 
cooperación financiera –Consejo 
de Política Fiscal y Financiera y 
Comisión Nacional de Adminis-
tración Local– el Estado central 
debería observar una disminución 
de su influencia que elimine su 
capacidad de veto y, por ende, 
la sensación de que opera con 
criterios arbitrarios, por ejemplo, 
aceptando que los acuerdos, es-
pecialmente los relativos a la fija-
ción de límites de déficit y deuda, 
deban aprobarse por una mayoría 
cualificada de votos, por ejemplo, 
con un doble umbral de miem-
bros y población representada, a 
semejanza del sistema imperante 
en el Consejo Europeo.

utilizada para liquidar la recau-
dación definitiva del IVA y otros 
impuestos indirectos. Resulta 
probable que incorporando este 
tipo de cambios de aplicación 
efectiva se pudieran corregir, al 
menos parcialmente, las des-
igualdades territoriales de finan-
ciación observada, las carencias 
de contribución a la solidaridad 
total y los incentivos de otros 
territorios a lograr regímenes 
similares. Todas ellas son medi-
das necesarias que ayudarían a 
disminuir el impacto del grave 
problema de base que supone la 
asimetría en la asignación de in-
gresos. A más largo plazo, sería 
muy deseable explorar posibles 
avenidas para la eliminación de 
esa asimetría fundamental.

– Por lo que hace a la aproba-
ción de mejoras en la autonomía 
tributaria, se recomienda la de-
limitación del poder fiscal de los 
Gobiernos subcentrales –regiona-
les y locales– a una lista cerrada de 
tributos, que podría ser revisada y 
ampliada para obtener ganancias 
de autonomía y responsabilidad, 
como, por ejemplo, a través de la 
incorporación de tramos autonó-
micos colegiados en IVA e impues-
tos especiales (Martínez Vázquez, 
Tránchez Martín y Sanz-Arcega, 
2019). En todo caso, es necesaria 
una reforma del diseño de esta ce-
sión de impuesto restringiendo el 
ejercicio de la autonomía tributaria 
a tipos impositivos, y fijando en 
una ley estatal los tipos mínimos 
y máximos para cada impuesto 
para evitar la deslocalización de 
recursos y el fenómeno de race to 
the bottom.

– Respecto de la nivelación, 
se aboga por la entronización 
de un único fondo de nivelación 
con una sola fórmula de repar-
to (que refleje las disparidades 
interterritoriales en necesidades 
de gasto y capacidad fiscal), de 
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(1)  Stricto sensu, por órganos constitu-
cionales del Estado la doctrina jurídica 
acepta como tales «aquellos que reciben 
directamente de la Constitución su status 
y competencias esenciales a través de cuyo 
ejercicio se actualiza el orden jurídico polí-
tico fundamental proyectado por la misma 
Constitución» (García Pelayo, 1981, p. 13). 
Es decir, son los órganos que directamente 
participan en la «dirección política del Esta-
do» (ibid., 22). Dada la fecha en la que se 
publicó el trabajo, García Pelayo no tomaba 
en consideración las instituciones políti-
cas de las comunidades autónomas, en un 
tiempo en el que incluso llegó a afirmarse 
la presunta «desconstitucionalización» de 
la forma de Estado (Cruz Villalón, 1981).  
Sin embargo, y tomando como punto de par-
tida la propia definición de órganos constitu-
cionales, tanto el status como las competen-
cias esenciales de las CC. AA. se encuentran 
delimitadas fundamentalmente en el Título 
VIII de la Constitución, eso sí, quedando 
su materialización al albur del ejercicio del 
principio dispositivo. En segundo lugar, la ca-
pacidad política que ostentan las asambleas 
y ejecutivos autonómicos parece escasamente 
discutible. Y, en adición a lo expuesto, re-
sulta pacífica en la doctrina la inclusión de 
los estatutos de autonomía dentro del Blo-
que de constitucionalidad (ilustrativamente, 
Rubio Llorente, 1989). Por todo ello, hemos 
optado por acoger en nuestro análisis las 
instituciones políticas regionales, aupándolas 
a la categoría de órganos constitucionales.  
Dicho lo cual, a contrario, la naturaleza legal 
de la autonomía local, dada la indetermina-
ción jurídica del concepto de garantía insti-
tucional/constitucional consagrado, respecti-
vamente, en la Constitución (art. 140) y por 
la jurisprudencia constitucional, no avala su 
entronización como órgano constitucional, 
si bien, por su importancia para un funcio-
namiento eficiente del Estado autonómico, 
sí atenderemos también las debilidades ins-
titucionales más predicadas de las entidades 
locales.

(2)  Para una extensión acerca de la realidad 
única que constituye cada experiencia fede-
ral, véase Blanco Valdés (2012). Específica-
mente sobre el caso español puede verse el 
reciente trabajo de Sala (2013).

(3)  Entendiendo por populismo un pseu-
dodiscurso que combina argumentos anti-
establishment, la arrogación de erigirse en 
portavoz del pueblo frente a las élites, la 
oposición a la globalización y, en su caso, 
también con una derivada argumental que 
manifiesta una inclinación en contra de las 
bases de la democracia liberal (Rodrik, 2018: 
12) –en ocasiones, en franco cuestionamien-
to tanto de la separación de poderes como 
de la economía de mercado–.

(4)  La problemática de la financiación se 
aborda de forma específica en el siguiente 
epígrafe.

deralismo Fiscal, a tenor de la cual 
son cinco dimensiones principales 
las que perfilan cualquier realidad 
descentralizada –competencial, 
financiera, relaciones interguber-
namentales, conflictual y sistema 
de partidos–, el primer objetivo 
de este trabajo dirige su atención 
al diagnóstico de las debilidades 
institucionales del Estado autonó-
mico. Acto seguido, con base en el 
análisis anterior, se ha procedido a 
relatar un conjunto de propuestas 
de reforma que, tomadas conjun-
tamente en consideración, incre-
mentarían la eficiencia del Estado 
autonómico. En consecuencia, la 
amplitud del objeto de estudio 
y la naturaleza subjetiva de las 
recomendaciones que se formu-
lan obligan a poner de relieve la 
selección personal de los temas 
abordados en este trabajo. 

Llegados a este punto, la lite-
ratura señala pacíficamente la ca-
pitalidad del diseño institucional 
para el crecimiento económico 
y, por ende, para el bienestar de 
las sociedades (ilustrativamente, 
North, 1991 y 1994). Con todo, 
el funcionamiento exitoso de 
cualquier Estado descentralizado 
reside no solo en el mero diseño 
de instituciones que favorezcan la 
eficiencia y la eficacia del sector 
público, sino en que los actores 
principales que ostentan la di-
rección política del Estado, con 
especial mención por lo que hace 
a los partidos políticos, muestren 
un comportamiento presidido 
por la buena gestión y la leal-
tad mutua (sirvan como ejem-
plos respectivos, Álvarez Álvarez, 
2002; y García-Gómez, Onrubia y 
Sánchez-Fuentes, 2019). Pero esa 
es una historia para otra ocasión.

NOTAS

(*) Eduardo Sanz-Arcega agradece la finan-
ciación del Gobierno de Aragón –Fondo 
Europeo de Desarrollo Regional (Grupo de 
Investigación de Economía Pública)–. 

Vasco, en última instancia sería 
investido presidente el candidato 
que concite más síes de entre los 
diputados electos del Congreso.

4.º) En lo atinente al plano 
conflictual, la carga de trabajo 
del Tribunal Constitucional re-
comienda que se acometa una 
ampliación de la plantilla de sus 
letrados, dotando más plazas 
permanentes. La opción de incre-
mentar el número de magistrados 
parece menos eficiente, por cuan-
to comprometería la unicidad de 
la jurisprudencia constitucional.

5.º) Finalmente, por lo que se 
refiere a la acción de los partidos 
políticos, la evidencia empírica es 
contundente en relación con las 
bondades que, para un eficiente 
funcionamiento de realidades 
descentralizadas, presente la exis-
tencia de un sistema de partidos 
de ámbito nacional respecto de 
otro en el que corrientes políti-
cas nacionalistas/regionalistas se 
erijan en bisagras parlamentarias 
de los órganos legislativos cen-
trales. Al efecto, partiendo de 
la regulación plural del instituto 
jurídico de la barrera electoral en 
las leyes autonómicas (Gálvez, 
2020), así como, específicamen-
te, de la constitucionalidad de 
la legislación electoral canaria 
(Cuesta López, 2020), propone-
mos la fijación de un umbral de 
votos a nivel nacional en las elec-
ciones generales, de entre el 3 y 
el 5 por 100. Lejos de interdecir la 
participación política de opciones 
políticas de ámbito regional, esta 
medida incentivaría que aquellas 
se presentasen agrupadas, moti-
vando una mayor consideración 
de los intereses generales (23). 

IV. 	CONSIDERACIONES 
FINALES

A partir del marco conceptual 
que proporciona la Teoría del Fe-
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camente entre marzo y octubre de 2020, al 
calor de la pandemia COVID-19, han tenido 
lugar diecisiete.

(18)  Y ello, con independencia de la inca-
pacidad de poder regular un mecanismo de 
selección de candidatos impermeable a su 
perversión, que en la práctica ha propicia-
do que las renovaciones en la selección de 
miembros de instituciones centrales del Esta-
do sigan una lógica más parecida al reparto 
de cromos que a la búsqueda de perfiles 
que conciten el mayor número de apoyos.  
Respecto del Tribunal Constitucional, a modo 
de ejemplo, en un trabajo reciente Fernández 
Farreres (2015) expone diversos procedimien-
tos de elección, todos, en mayor o menor 
medida, susceptibles de lotización. 

(19)  Y aun triple, en aquellos casos en los 
que la promulgación depende de un refe-
réndum.

(20)  De acuerdo con el precepto citado, «el 
Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal 
Constitucional las disposiciones y resolu-
ciones adoptadas por los órganos de las 
comunidades autónomas. La impugnación 
producirá la suspensión de la disposición o 
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su 
caso, deberá ratificarla o levantarla en un 
plazo no superior a cinco meses».

(21)  Hecho al que, sin duda ninguna, ayuda 
el arreglo institucional interno del Tribunal, a 
tenor del cual la designación del magistrado 
ponente en cada proceso sigue «un turno es-
tablecido sobre la base de criterios objetivos» 
(Ahumada, 2000, p. 171).

(22)  De acuerdo con los datos que propor-
ciona la base del Tribunal Constitucional, 
desde la introducción de este instrumento 
procesal en 2000 (Ley Orgánica 1/2000, de 7 
de enero) no se ha dictado ni una sentencia 
al año.

(23)  A contrario, la toma en consideración 
de intereses nacionales en las elecciones re-
gionales parece que ya acaece con respecto 
a los partidos de ámbito nacional (Cabeza, 
Gómez y Alonso, 2016).

BIBLIOGRAFÍA

Ahumada Ruiz, M. A. (2000). La regla 
de la mayoría y la formulación de 
doctrina constitucional. Rationes 
decidendi en la STC 136/1999. 
Rev is ta  Española  de Derecho 
Constitucional, 58, pp. 155-188.

Álvarez Álvarez, L. (2002). Lealtad 
constitucional y partidos políticos. 
Teoría y Realidad Constitucional  
(10-11), 2002-2003, pp. 445-468.

será rescatado por otro agente en el futuro. 
En el contexto de Estados multinivel, esta si-
tuación ocurre cuando los Gobiernos subcen-
trales aumentan el gasto financiándolo con 
deuda, porque mantienen una expectativa 
razonable de que ante eventuales dificulta-
des financieras futuras, el Gobierno central 
acudirá a su rescate. 

(10)  Entendido en el sentido de Vertical Fiscal 
Gap (Boadway y Shah, 2009) como aquella 
situación en la que existe desequilibrio entre 
distintos niveles de gobierno en cuanto a 
la relación que presentan entre los recursos 
asignados y las necesidades de gasto que 
deben cubrir. De este modo algunos Go-
biernos (normalmente subcentrales) tienen 
carencias de recursos para cubrir sus necesi-
dades de gasto mientras que otros (normal-
mente el Gobierno central) presenta un ex-
ceso de recursos para cubrir sus necesidades 
de gasto. Normalmente la forma de corregir 
estos desequilibrios verticales es mediante la 
reasignación de competencias y recursos o a 
través de transferencias verticales.

(11)  Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, LOEPSF en adelante.

(12)  De hecho, no termina de estar claro si 
en el proceso de negociación de un sistema 
de financiación priman las consideraciones 
multilaterales o los elementos de negociación 
bilateral. 

(13)  Los criterios de reparto del nuevo Fondo 
COVID-19, creado por el Real Decreto Ley 
22/2020, de 16 de julio, constituyen un ejem-
plo más de esta praxis.

(14)  En un reciente trabajo, incluso se ha 
observado evidencia acerca de una relación 
entre corrupción y fragmentación política en 
un contexto globalizado de creciente pro-
tagonismo de los Ejecutivos en detrimento 
de los Legislativos (Sáenz de Viteri y Bjørnskov, 
2020).

(15)  Para una comparativa entre los meca-
nismos de cooperación intergubernamentales 
regulados en España y en Derecho compara-
do, véase Ruiz González (2012).

(16)  El Título III (arts. 140 a 158) de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurí-
dico del Sector Público, regula con profusión 
todo un conjunto de acciones concretas en las 
que plasmar la cooperación, tanto horizontal 
como vertical, entre Administraciones, dedi-
cándole especial atención a los dos foros inter-
gubernamentales principales: la Conferencia 
de Presidentes y las Conferencias Sectoriales.  
Respecto de estas últimas, destaca la hete-
rogeneidad de cada uno de los reglamentos 
internos que regula su respectivo funciona-
miento (sobre esta cuestión, véase Duque Vi-
llanueva, 2007).

(17)  Si entre 2004, cuando se instituyó, y 
2019 solo se celebraron seis encuentros, úni-

(5)  Tornos Mas (1995), siguiendo la estela 
de la Sentencia del TC 132/1989, señala los 
elementos configuradores de una compe-
tencia: se compone de: a) ámbito material 
–actividad o ámbito de la vida social a la 
que afecta, por ejemplo, educación, salud, 
etc.–; b) ámbito funcional, grado de ejerci-
cio realizado sobre dicha competencia, por 
ejemplo, función legislativa, reglamentaria o 
ejecutiva; y c) ámbito territorial –ámbito de 
aplicación espacial sobre el que se ejerce–.  
En el caso español, siguiendo un criterio 
basado en el reparto del ámbito funcional 
se pueden distinguir las siguientes catego-
rías:  1) Competencias exclusivas: aquellas 
reservada a un único nivel de gobierno po-
seyendo este la totalidad del ámbito mate-
rial, funcional y territorial; 2) Competencias 
concurrentes: aquellas en la que el Gobierno 
central tiene la potestad sobre la legislación 
básica de esa materia y los Gobiernos subcen-
trales elaboran la legislación de desarrollo, 
la reglamentación y ejecución de la misma; 
3) Competencias compartidas; aquellas en 
la que el Gobierno central tiene la potestad 
de legislación básica y de desarrollo sobre 
una materia y los Gobiernos subcentrales las 
funciones de reglamentación y ejecución; 4) 
Competencias indistintas: aquellas en las que 
tanto el Gobierno central como los subcen-
trales pueden ejercer las mismas funciones 
sobre una materia (por ejemplo, Cultura).  

(6)  «Circunstancia o un conjunto de rasgos 
diferenciadores de una comunidad autóno-
ma respecto a otra u otras, constante en su 
historia, aglutinador y referente simbólico de 
la voluntad de sus ciudadanos y que ha sido 
reconocido constitucionalmente, constituyen-
do un límite a la uniformidad» (Seijas, 1999).

(7)  Curiosamente, el diseño inicial de dos 
niveles de autogobierno (arts. 143 y 151 
de la Constitución) –que, según se había 
previsto tácitamente por la Constituyente, 
solo resultaría cualificado para Cataluña, 
Galicia y País Vasco– se basaba en una fecha, 
más que en la estricta demanda de auto-
gobierno durante la Segunda República o 
en los albores de la Transición. Con otras 
palabras, la calidad del autogobierno inicial 
vino determinada por la fecha del golpe 
de Estado del 17 y 18 de julio de 1936. 
La implosión de este diseño fue inmediata. 
Como es sabido, Andalucía accedió a la auto-
nomía por la vía reforzada del 151, al tiempo 
que Canarias, Valencia y Navarra lograron 
casi ab initio un techo competencial equipa-
rable al nivel cualificado de autonomía. 

(8)  Es la consabida práctica de «echarse la 
culpa» entre niveles de gobierno, común a 
cualquier realidad descentralizada (Maestas 
et al., 2008; Tilley y Hobolt, 2011).

(9)  El concepto clásico de «Restricción pre-
supuestaria blanda» (Kornai, 1986) se aplica 
a la situación en la que un agente económico 
incrementa su gasto y lo financia con acu-
mulación de deuda, con la esperanza de que 
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